Conclusiones

Los sistemas nacionales de salud son y han sido un factor de cohesión social de los Estados. Las entidades corporativas que gestionan el sistema sanitario de un país −en el caso de España, el Insalud− tienen una serie de responsabilidades ante los ciudadanos: en términos de calidad, éstas pasan por garantizar los derechos a la asistencia sanitaria de los ciudadanos y a la mejora de su salud; garantizar el nivel de calidad y eficiencia en las prestaciones; promocionar y asegurar proyectos de mejora continua en sus componentes administrativo y sanitario; implicar y motivar a los profesionales, y mejorar el grado de satisfacción del ciudadano.

Es sabido que, desde la constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS) en 1948, la salud está considerada como un derecho humano fundamental, pero la sostenibilidad del sistema que debe promover ese «estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedad o dolencia» es uno de los temas que más preocupa hoy día tanto a los dirigentes como a la sociedad civil de los  países desarrollados.

Nos encontramos en un momento en que el sostenimiento de los sistemas nacionales de salud corre el peligro de no ser controlable ni sostenible. Además, el debate en torno a esta cuestión no sólo se está planteando desde el punto de vista económico, de los recursos, sino también desde la perspectiva del desempeño del ejercicio profesional.

Economía para la salud

Los aspectos económicos marcan el punto de arranque del debate. La Fundación Privada Casas entiende que, desde esa óptica, algunas definiciones son incuestionables:

(La solidaridad como factor determinante: el concepto de solidaridad debería prevalecer por encima de otros criterios ahora vigentes en mayor medida y que merecerían ser revisados.

(Un sistema nacional de salud, sostenido por la vía impositiva, no puede entenderse como excluyente, ya que éste no determina bien su ámbito midiendo sólo la progresividad fiscal; si así fuera la vía impositiva se incrementaría ad infinitum.

(La financiación no puede resolver todas las necesidades. Por ello, deben buscarse alternativas y tener el valor político, con o sin consenso, de plantearlas, al menos para establecer hasta dónde se puede llegar. Ya que no todo puede ser financiado, definamos dónde se encuentran los límites.

(La razones objetivas deben prevalecer sobre cuestiones subjetivas, superando programas, campañas y elecciones: el ritmo de los períodos legislativos −condicionado por quien pierde o gana una contienda electoral− no debe marcar el calendario de la salud. El tiempo siempre pone las cosas en su sitio y las decisiones deben tomarse en el momento oportuno.

Desempeño de la labor profesional

(La credibilidad de los profesionales que ejecutan el día a día de la sanidad y de sus actos médicos o sanitarios no se puede poner en crisis. El prestigio de esos profesionales y del estamento que les representa han de cuidarse con extrema sensibilidad, puesto que no debemos olvidar que el trato y el conocimiento científico de esas personas son los que sostienen la calidad de todo el Sistema Nacional de Salud.

(Nunca debe ponerse en cuestión el cuerpo sanitario de un país. En nuestra opinión, los sistemas de formación en hospitales públicos, con la programación de médicos internos residentes, ha contribuido a un mayor prestigio de la sanidad, pero debemos plantearnos ya si la forma de remuneración y reconocimiento social es el que corresponde.

(En cuanto a los medios o instrumentos −ya sean terapias, fármacos o instalaciones−, deberá decidirse qué prestaciones puede financiar el Sistema Nacional de Salud, sin que se produzca una pérdida de la cohesión social.

(El Estado ha de ser solidario con sus enfermos, pero no a costa de lo que se utiliza para diagnosticar o curar, o de quién aplica los tratamientos.

(El enfermo, por su parte, también debe ser solidario con el Sistema Nacional de Salud que le sana.

(El «todo para todos y de la mejor calidad» no es alcanzable. En particular, ante el horizonte cada vez más cercano de las nuevas tecnologías en medicina, el concepto de equidad en salud toma mayor protagonismo. Recordemos que, para la OMS, equidad significa imparcialidad, es decir, que las necesidades de las personas sean las que guían la distribución de las oportunidades para el bienestar. Todos los ciudadanos deberían disfrutar de igualdad de oportunidades para desarrollar y mantener su salud, a través de un acceso justo a los recursos sanitarios.

(Todo ello requiere nuevos planteamientos, entre los cuales está el reconocimiento de la labor especializada de los profesionales de la medicina y la salud, a través de unos salarios dignos, en especial cuando son poco realistas frente a la labor que desempeñan. Asimismo, hay que revalorar el trato a los científicos e investigadores, ya que algunas medidas reguladoras entorpecen el buen funcionamiento de su trabajo; y, en general, revisar todos aquellos elementos económicos que intervienen en un sistema nacional de salud. 

En definitiva, debe revisarse el binomio obligaciones / deberes entre Estado y salud, y afrontar cuáles son los límites y la definición del mejor sistema posible. Si se llega a la conclusión de que la economía del sistema no tiene recursos suficientes para soportar un gasto que se irá incrementando inexorablemente, hay que plantear seriamente algunas medidas:

(Establecer que el usuario-paciente contribuya a la financiación a tenor de sus ingresos, aun a pesar de que éste sea ya contribuyente a través de los impuestos. Hay que desarrollar, por tanto, una doble vía de solidaridad o acabará por quebrarse la propia cohesión del Sistema Nacional de Salud.

(Promover un pacto sanitario generoso entre políticos y sociedad, del que desconocemos si la creciente globalización puede ser un factor de impulso o de retención.

Ha llegado el momento de estudiar este tema con seriedad y premura, y no esperar a que otros lo solucionen. Dejemos de «parchear» día a día con medidas intermedias que pueden poner en peligro las posibles soluciones globales.

Nos viene a la memoria el intento más importante planteado hasta ahora en nuestro país en esa dirección: el Informe Abril, en el que trabajaron dignísimos y eficientes profesionales y expertos, en una comisión que analizó y evaluó el Sistema Nacional de Salud español. Dicho informe y sus recomendaciones fueron presentados en septiembre del año 1991 por Fernando Abril Martorell ante la Comisión de política social del Congreso de los Diputados.

Han transcurrido diez años desde esa fecha. Entonces no hubo el valor político para consensuar una solución para muchos de los problemas que allí se diagnosticaron. La insostenibilidad del sistema sanitario hace temer nuevas preocupaciones a todos, pero ¿quién teme al Informe Abril?

